
 
 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN  

Quince (15)  de noviembre de dos mil veintidós (2022)  

 

Radicado 2017-122 

 

 

Dentro del proceso ordinario laboral de primera instancia promovido por  ORLANDO 

HUMBERTO QUICENO CALDERON contra COLPENSIONES y  AFP PORVENIR S.A, 

se ordena cumplir lo resuelto por la Sala Tercera de Decisión Laboral del Honorable 

Tribunal Superior de Medellín. 

 

Como agencias en derecho a favor de l demandante y a cargo de la 

demandada AFP PORVENIR S.A,  se f i ja la suma de $3.551.200,oo. 

 

 

NOTIQUESE 

 

  

JOSE DOMINGO RAMIREZ GOMEZ  

Juez  

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 

 

 

 

LIQUIDACION DE COSTAS A FAVOR DE LA DEMANDANTE Y A CARGO  

DE LA AFP PORVENIR  S.A: 

 

Agencias en derecho 1ª. Instancia a cargo de PORVENIR S.A        $3.551.200,oo 

Agencias en derecho 2ª. Instancia a cargo de PORVENIR S.A        $-0- 

Otros gastos.……. ………………………………………..………..………… $-0-                                                                                                                                                                       

                                                                                                             _______________ 

TOTAL:………………………………………………….............................$3.551.200,oo. 

 

SON TRES MILLONES QUINIENTOS CINCUENTA Y UN MIL 

DOCIENTOS PESOS M.L 

 

 

CLAUDIA MARCELA CASTAÑO PATIÑO 

Secretaria  

 

Estando ajustada a derecho la l iquidación de costas efectuada por la 

secretaría del Despacho, se aprueba la misma de conformidad con lo 

dispuesto en el art.  366 del C.G.P.  

 

A costa de la parte interesada se ordena la expedición de copias 

auténticas de las piezas procesales requeridas para el cobro ejecutivo  

 

Previa anotación en el sistema de radicación se ordena el archivo de las 

presentes dil igencias.  

 

NOTIFÍQUESE            
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      JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO  

Medellín, (15) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

Radicado: 2020-0152 
 
 

Dentro del presente proceso ordinario, instaurado por OLGA ELENA GONZALEZ 
VILLA contra COLPENSIONES y AFP PROTECCION S.A. Cúmplase lo resuelto 
por la Sala Laboral del Tribunal Superior de Medellín. 
 

En firme la sentencia de segunda instancia, se AVOCA conocimiento y se ordena 

por la Secretaría efectuar la correspondiente liquidación de costas, conforme a lo 

dispuesto en el Acuerdo PSAA16-10554 de 2016 emitido por el Consejo Superior 

de la Judicatura Sala Administrativa, para tal efecto ténganse en cuenta las 

agencias en derecho de primera instancia, se fijan en la suma de CUATRO 

MILLONES DE PESOS ($4´000.000,oo), las cuales están a cargo de la AFP 

PROTECCION S.A. y a favor de la demandante, en segunda instancia Sin costas. 

 

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 

 
 
 

JOSE DOMINGO RAMÍREZ 
Juez 

 

Atendiendo a lo ordenado en el auto que antecede, se dispone a efectuar la 

liquidación de las costas para lo cual se tendrán ténganse en cuenta las agencias 

en derecho de primera instancia, se fijan en la suma de CUATRO MILLONES DE 

PESOS ($4´000.000,oo). 

 

Costas y Agencias en derecho que estarán a cargo de la afp PROTECCION S.A. y 

a favor de la parte demandante; y la cual esta discriminada en los siguientes 

términos:  

 

Agencias en derecho 1ra instancia ……………..……………...........$  4´000.000,oo 

Agencias en derecho 2da instancia ……………...…………..… …..$     000.000.oo 



  

Otros gastos ……….……………………………………………………..$0,00 

Total……………………………………….……………….…....................$4´000.000,oo 

 

Total Costas y Agencias en derecho: Cuatro Millones de Pesos ($4´000.000,oo).  

 

 

CLAUDIA MARCELA CASTAÑO PATIÑO 

Secretaria 

 

 

Estando ajustada la liquidación de costas efectuada por la secretaría del despacho, 

se aprueba la misma de conformidad con lo dispuesto en el artículo 366 del Código 

General del Proceso y se dispone el archivo del expediente previa cancelación en 

el registro respectivo. 

 

Se autoriza la expedición de copias auténticas a costas de la parte interesada. 

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 
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J UZ G AD O T ER CER O L AB O R AL D EL CI RC UI TO DE M E DE LLÍ N 

 
Quince (15) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

Radicado 2020-242 

 

Dentro del proceso ordinario laboral de primera instancia promovido por LILIANA 

MARIA RESTREPO CORREA contra COLPENSIONES, AFP PROTECCION S.A 

Y AFP COLFONDOS S.A, se ordena cumplir lo resuelto por la Sala Segunda de Decisión 

Laboral del Honorable Tribunal Superior de Medellín. 

 
 

Como agencias en derecho a favor de la demandante y a cargo de la 

codemandada AFP COLFONDOS S.A, se f ija la suma de $4.000.000,oo. 

 
 
 
 

NOTIQUESE 

 
 
 
 
 

JOSE DOMINGO RAMIREZ GOMEZ 

 
Juez 



LIQUIDACION DE COSTAS A FAVOR DE LA DEMANDANTE Y A CARGO 

DE LA AFP COLFONDOS S.A: 

 

 

Agencias en derecho 1ª. Instancia a cargo de COLFONDOS S.A $4.000.000,oo 
 

Agencias en derecho 2ª. Instancia a cargo de COLFONDOS S.A $-0- 
 

Otros gastos. ....................................................................................................... $-0- 
 

 
 

TOTAL: .............................................................................................................. $4.000.000,oo. 

 
 

SON CUATRO MILLONES DE PESOS M. L 

 
 
 
 

CLAUDIA MARCELA CASTAÑO PATIÑO 

 
Secretaria 

 
 
 

Estando ajustada a derecho la liquidación de costas efectuada por la 

secretaría del Despacho, se aprueba la misma de conformidad con lo 

dispuesto en el art. 366 del C.G.P. 

 

 
A costa de la parte interesada se ordena la expedición de copias 

auténticas de las piezas procesales requeridas para el cobro ejecutivo 

 
 
 

Previa anotación en el sistema de radicación se ordena el archivo de las 

presentes diligencias. 

 

 
NOTIFÍQUESE 
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          JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO 

Medellín, quince (15) de noviembre de dos mil veintidós (2022) 

 

Proceso Acción de Tutela 

Accionante MARTA ODILIA AMARILES PEREZ 

Accionada UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 

ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS 

VÍCTIMAS. 

Radicado No. 05-001 31 05 003 2022-0468-00 

Procedencia Oficina de Apoyo Judicial- Reparto 

Instancia Primera 

Providencia Sentencia de 2022 

Temas y Subtemas Derecho de petición 

Decisión Niega amparo constitucional por hecho superado 

 

La señora MARTA ODILIA AMARILES PEREZ, identificada con cédula de ciudadanía N° 

22.188.432 actuando en causa propia y en ejercicio del derecho de acceso a la 

administración de justicia, promovió acción de tutela contra la UNIDAD ADMINISTRATIVA 

ESPECIAL DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS pretendiendo 

de la jurisdicción constitucional el siguiente pronunciamiento: 

 

ORDENAR A LA UARIV QUE NO SE VULNERE EL DERECHO 

FUNDAMENTAL AL DERECHO DE PETICION  

 

HECHOS QUE SUSTENTAN LAS PRETENSIONES: 

 

Indica la accionante solicitó a la UARIV a través de derecho de petición indemnización por 

vía administrativa, solicitud que fue atendida de fondo por medio de la Resolución N° 

04102019-615310 del 11 de mayo de 2020, en la que se decidió en favor de la demandante 

reconocer la medida de indemnización administrativa por el hecho victimizante de 



DESPLAZAMIENTO FORZADO y aplicar el medio técnico de priorización, con el fin de 

disponer el orden de la entrega de la indemnización. Manifiesta que hasta la fecha no ha 

sido posible recibir la indemnización administrativa a que tiene derecho la demandante. 

 

REPUESTA UARIV  

 

Surtido el trámite de admisión de tutela, se requirió a la UARIV mediante oficio emitido 

a su correo electrónico, en la que dio respuesta a la presente acción 

constitucional, indicando lo siguiente: 

 

MARTHA ODILIA AMARILES PEREZ, presentó acción de tutela en contra de la 

entidad que representó por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales, 

en consecuencia, solicita a través de esta le sean asignadas el reconocimiento de la 

medida de INDEMNIZACIÓN ADMINISTRATIVA por DESPLAZAMIENTO 

FORZADO.  

 El despacho, avoca conocimiento de la mencionada acción constitucional y notifica 

a la Entidad, para que se pronuncie sobre los hechos que suscitaron la tutela. 

 Es importante manifestar a su Honorable Despacho que en nuestro sistema de 

gestión documental no se evidencia solicitud presentada por la parte accionante, con 

el fin de obtener la entrega de la atención humanitaria y el reconocimiento de la 

medida de indemnización administrativa.  

 Por lo anterior, la Unidad para las Víctimas se permite informar a ese despacho que 

la presunta vulneración del derecho fundamental reclamado por la parte accionante 

no obedece a una actitud evasiva de esta Entidad, sino a una eventual actuación 

ajena. 

 

PROBLEMA JURÍDICO 

 

A través del escrito de respuesta, la UARIV acreditará que no ha incurrido en 

vulneración de los derechos fundamentales reclamados por la parte accionante, toda 

vez que en virtud de comunicación en acción de tutela se informa sobre lo 

concerniente a la INDEMNIZACIÓN ADMINISTRATIVA por desplazamiento forzado, 

lo cual evidenciaré 

 

CASO CONCRETO 



Me permito informar al Despacho que la señora MARTHA ODILIA AMARILES PEREZ 

no interpuso derecho de petición ante nuestra entidad, motivo por el cual no es 

posible como entidad acceder a la petición de ésta por medio de acción de tutela, 

toda vez que esta entidad no tuvo la oportunidad ni conocimiento para pronunciarse 

sobre las pretensiones indicadas en la presente acción constitucional. 

 

Se pudo establecer que, la solicitud de la accionante MARTHA ODILIA AMARILES 

PEREZ, relacionada con la INDEMNIZACIÓN ADMINISTRATIVA frente al hecho 

victimizante de DESPLAZAMIENTO FORZADO registrado bajo el SIPOD 659520, 

fue atendida de fondo por medio de la Resolución Nº. 04102019-615310 - del 11 de 

mayo de 2020, en la que se le decidió en su favor (i) reconocer la medida de 

indemnización administrativa por el hecho victimizante DESPLAZAMIENTO 

FORZADO, y (ii) aplicar el “Método Técnico de Priorización” con el fin de disponer el 

orden de la entrega de la indemnización, dicha decisión fue Notificada mediante aviso 

público con fecha de fijación 6 de agosto de 2020 y fecha de desfijación 14 de agosto 

de 2020.  

 

Contra la resolución procedían los recursos de REPOSICIÓN ante la Dirección 

Técnica de Reparación y en subsidio el de APELACIÓN ante la Oficina Asesora 

Jurídica de la Unidad para las Víctimas. Al realizar la verificación en los sistemas de 

información se encuentra que de su parte NO se presentó ninguno de los recursos 

mencionados, por lo tanto, la decisión queda en firme.  

 

Teniendo en cuenta que, en su caso, la medida de indemnización administrativa fue 

reconocida bajo la Resolución Nº. 04102019-615310 - del 11 de mayo de 2020, por 

lo que se aplicó el método técnico de priorización en 31 de julio de 2021, con el fin 

de determinar la priorización para el desembolso de su indemnización administrativa. 

Es importante indicarle que, en ningún caso, el resultado obtenido en una vigencia 

será acumulado para el siguiente año.  

 

Así las cosas,  la Unidad procedió a aplicarle el Método técnico a MARTHA ODILIA 

AMARILES PEREZ en vigencia 2022, con el fin de determinar la priorización para el 

desembolso de su indemnización administrativa. en consecuencia, nos permitimos 

informar que la Unidad emitió el radicado 2022-0577165-1 del 21 de octubre de 2022 

con el resultado respecto de la aplicación del Método Técnico de 2022, por el hecho 

victimizante de DESPLAZAMIENTO FORZADO - SIPOD 659520; LEY 387 DE 1997. 

 



Es importante indicar que la distribución del presupuesto asignado para el 

reconocimiento de la medida indemnizatoria por la aplicación de este proceso técnico 

depende del número de víctimas que acrediten los criterios de urgencia manifiesta o 

extrema vulnerabilidad y a los compromisos adquiridos de acciones constitucionales 

pendientes por cumplir antes de la implementación del procedimiento.  

 

Cabe resaltar que, si la señora MARTHA ODILIA AMARILES PEREZ llegase a contar 

con uno de los tres criterios de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad 

contenidos en los artículos 4 de la Resolución 1049 de 2019 y primero de la 

Resolución 582 de 26 de abril de 2021, podrá adjuntar en cualquier tiempo, la 

certificación y/o documentos necesarios con los requisitos establecidos, para 

priorizar la entrega de la medida.  

 

Según lo anterior, es importante recalcar al despacho que entre el 1 de julio de 2020 

y el 31 de diciembre de 2026 las víctimas podrán allegar certificaciones que cumplan 

con los requisitos de la Circular 009 de 2017, sin embargo, para que estas 

certificaciones sean válidas, se deben haber expedido hasta el 30 de junio de 2020, 

las víctimas que aporten certificaciones que cumplan con los requisitos de la 

Resolución No. 113 de 2020 en ese mismo período de tiempo serán válidas.  

 

Por otro lado, la aplicación del método técnico de priorización, como proceso técnico, 

implica el abordaje de una serie de gestiones que se realizan con el apoyo de la Red 

Nacional de Información, en primer lugar, relacionadas con la unificación de los datos 

y consultas administrativas en las fuentes de información con las que cuenta la 

Unidad, que permiten arrojar el resultado de la ponderación de las variables 

demográficas, socioeconómicas, de caracterización del daño, y de avance en el 

proceso de reparación integral, así como también, realizar las validaciones tendientes 

a establecer que la víctima no haya fallecido, que no se haya excluido del Registro 

Único de Víctimas o que el monto a reconocer no supere el máximo de los 40 

SMLMV. De ahí que se requiera de un tiempo prudencial para llevar a cabo este 

procedimiento técnico, toda vez que, los listados ordinales que arroje, serán los que 

orienten la priorización que debe seguir la Entidad para el otorgamiento de la medida 

indemnizatoria en los casos que no cuentan con una situación de urgencia manifiesta 

o extrema vulnerabilidad, razón por la cual, no le es posible a la Unidad otorgar 

indistintas fechas de pago de la indemnización, pues esta depende de todo lo descrito 

hasta el momento.  

 

Adicionalmente, valdría la pena indicar que, pese a los ingentes esfuerzos realizados 

históricamente en materia fiscal para compensar económicamente a las víctimas del 



conflicto armado interno, el reto de la política de la reparación integral aún es enorme. 

De allí que el cometido primordial es indemnizar a aquellas víctimas, que por diversas 

situaciones presentan una vulnerabilidad mayor. Esto además, en atención a lo 

dispuesto en el Auto 206 de 2017 emitido por la Corte Constitucional en el que 

determinó que los criterios de priorización que se debían implementar para el pago 

de la medida de indemnización administrativa, debían enfocarse en primera medida 

en aquellas víctimas inmersas en circunstancias de extrema vulnerabilidad o 

urgencia manifiesta, en el entendido que, si bien la población víctima de conflicto 

armado en su totalidad es vulnerable, existen personas que presenten un grado 

mayor de vulnerabilidad tales como los adultos mayores, personas con discapacidad 

o víctimas con enfermedades gravosas o ruinosas. 

 

En ese orden de ideas, la Unidad no desconoce los derechos de la accionante, por 

el contrario, reconoció el derecho que tiene de ser indemnizada, sin embargo, la 

Unidad ha manifestado en varias escenarios su imposibilidad de indemnizar a todas 

las víctimas en un mismo momento, por lo que a través del procedimiento se adoptó 

un sistema mixto que permite tanto la atención inmediata de aquellas víctimas que 

se encuentran en extrema vulnerabilidad, como la atención de otras víctimas que no 

se encuentran en tales situaciones, pero son titulares del derecho a la reparación 

económica.  

 

Finalmente, vale la pena indicar que, el sistema de priorización establecido se alinea 

con el interés público y social, pues mantiene coherencia con el alcance de la 

sostenibilidad fiscal, la cual fue abordada por la Corte Constitucional en la Sentencia 

C-753 de 2013 que la reconoce como un instrumento orientador de la política de 

víctimas para el reconocimiento progresivo de la indemnización administrativa.  

 

Sea oportuno manifestar que, frente al presupuesto, la Unidad dispuso la suma de 

$263.921.172.196,40 para otorgar la medida de indemnización de las víctimas a 

quienes se les aplicó el Método Técnico de Priorización, lo cual corresponde al 28% 

del total de los recursos destinados para el pago de las indemnizaciones 

administrativas en el año 2021 y con el que se logró indemnizar alrededor de 29.000 

víctimas.  

 

Por lo anterior, surge para la entidad la imposibilidad de dar fecha y cierta y/o pagar 

la indemnización administrativa, toda vez que debe ser respetuosa del procedimiento 

establecido en la Resolución 1049 de 2019 y del debido proceso administrativo. 

 



APLICACIÓN DEL MÉTODO. 

 

La aplicación del Método se realizará anualmente, respecto de la totalidad de 

víctimas que al finalizar el 31 de diciembre del año inmediatamente anterior cuenten 

con decisión de reconocimiento de indemnización administrativa a su favor.  

 

Aquellas víctimas a quienes no se les asigne turno para el desembolso de la medida 

de indemnización en la respectiva vigencia, la Unidad para las Víctimas procederá a 

aplicarles el Método cada año hasta que, de acuerdo con el resultado, sea priorizado 

para el desembolso de la indemnización administrativa. En ningún caso, el puntaje 

obtenido en una vigencia será acumulado para el siguiente año.  

 

Las víctimas que según la aplicación del Método obtengan el puntaje que les otorgue 

turno de entrega de la indemnización administrativa en la correspondiente vigencia, 

serán citadas de manera gradual en el transcurso del año para la entrega de la 

indemnización administrativa. La Unidad para las Víctimas pondrá a disposición de 

las víctimas la información, que les permita conocer sobre la priorización o no del 

desembolso de la indemnización administrativa, durante cada vigencia. 

 

CONSIDERACIONES 

 

 El artículo 86 de nuestra Constitución Política consagra:  

 

 “Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces en todo 

momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario por sí misma 

o por quién actúe a su nombre la protección inmediata de sus derechos 

constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o 

amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública” 

 

En los términos del artículo 86 de la Constitución Nacional, la acción de tutela procede como 

mecanismo definitivo e inmediato de protección de los derechos constitucionales 

fundamentales, a falta de un medio alternativo de defensa judicial, idóneo y eficaz, esto es, 

que posea igual o mayor efectividad que la tutela para lograr la protección del derecho 

vulnerado o amenazado “por la acción u omisión de cualquier autoridad”, o de los 

particulares excepcionalmente. 

 



De otra parte, el artículo 1° del Decreto 2591 de 1991, reglamentó la acción de tutela, y 

consagró su alcance al indicar: 

 

Procede igualmente la acción de tutela como el mecanismo transitorio, a pesar 

de la existencia de un medio alternativo de defensa judicial, cuando sea 

necesario utilizarla para evitar un “ perjuicio irremediable”, que a juicio del 

juzgador, sea inminente, grave y de tal magnitud que requiera de medidas 

urgentes e impostergables  para impedir que el perjuicio se extienda y llegue a 

ser de tal naturaleza hasta el punto de no retorno de la situación o lo que es lo 

mismo, que se convierta en irremediable (Sentencias  T-225-93 M.P. Vladimiro 

Naranjo Mesa y C-531/93 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz). 

 

SOBRE EL DERECHO DE PETICIÓN 

 

El artículo 23 de la Constitución Nacional, preceptúa:   

 

Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades 

por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución. El 

legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para 

garantizar los derechos fundamentales. 

 

En el caso de las peticiones elevadas ante las autoridades públicas, el trámite, alcance y 

contenido de la respuesta debe ajustarse al orden legal vigente. En este sentido, no le es 

dado al juez de tutela resolver sobre el objeto de la petición en sentido positivo o negativo, 

pues ello es de la competencia de la autoridad ante quien se dirige la petición, como tantas 

veces se ha expuesto por la Corte. Lo que es procedente al amparar el derecho de petición 

es que se resuelva la solicitud en forma pronta y oportuna, dentro de los términos legales 

correspondientes. 

 

De acuerdo con la doctrina constitucional expuesta por la Corte, el derecho de petición se 

concreta en dos momentos sucesivos, ambos dependientes de la actividad del servidor 

público a quien se dirige la solicitud: el de la recepción y trámite de la misma, el cual implica 

el debido acceso de la persona a la administración para que ésta considere el asunto que 

se le plantea, y el de la respuesta, cuyo sentido trasciende el campo de la simple adopción 

de decisiones y se proyecta a la necesidad de llevarlas al conocimiento del solicitante. 

 

Debe entenderse el derecho de petición, como aquel que tienen los ciudadanos de dirigirse 

a una autoridad, con la seguridad de que van a recibir una respuesta pronta y oportuna 



sobre su solicitud. Esta respuesta, sin embargo, no debe ser simplemente una 

comunicación incompleta, evasiva o poco clara respecto a la solicitud presentada, sino por 

el contrario, una respuesta que defina de fondo -sea positiva o negativamente -, la solicitud, 

o por lo menos, que exprese con claridad las etapas, medios, términos o procesos 

necesarios para dar una respuesta definitiva y contundente a quien presentó la solicitud. 

 

En relación con el derecho de petición y el alcance de este la Corte Constitucional mediante 

sentencia T-220 de mayo 4 de 1994, Magistrado Ponente Eduardo Cifuentes Muñoz indicó 

lo siguiente: 

 

El derecho de petición comprende no sólo la manifestación de la administración 

sobre el objeto de la solicitud, sino también el hecho de que dicha manifestación 

constituya una solución pronta del caso planteado. El derecho fundamental a la 

efectividad de los derechos (CP. arts. 2 y 86) se une en este punto con el principio 

constitucional de la eficacia administrativa (art. 209)  

 

Por lo menos tres exigencias integran esta obligación. En primer lugar, la 

manifestación de la administración debe ser adecuada a la solicitud planteada. 

No basta, por ejemplo, con dar una información cuando lo que se solicita es una 

decisión. Correspondencia e integridad son fundamentales en la comunicación 

oficial.  En segundo lugar, la respuesta debe ser efectiva para la solución del caso 

que se plantea. El funcionario no sólo está llamado a responder, también debe 

esclarecer, dentro de lo posible, el camino jurídico que conduzca al peticionario 

a la solución de su problema. Finalmente, la comunicación debe ser oportuna. El 

factor tiempo es un elemento esencial para la efectividad de los derechos 

fundamentales; de nada sirve una respuesta adecuada y certera cuando ella es 

tardía” (T- 557/97). 

DE LA OPOSICION 

 

Al momento de proferir el presente fallo la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL 

DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS  indicó que la 

medida de indemnización administrativa fue reconocida bajo la Resolución Nº. 

04102019-615310 - del 11 de mayo de 2020, por lo que se aplicó el método técnico 

de priorización el dia 31 de julio de 2021, con el fin de determinar la priorización para 

el desembolso de su indemnización administrativa. Es importante indicarle que, en 

ningún caso, el resultado obtenido en una vigencia será acumulado para el siguiente 

año.  

Así las cosas, la Unidad procedió a aplicarle el Método técnico a MARTHA ODILIA 

AMARILES PEREZ en vigencia 2022, con el fin de determinar la priorización para el 

desembolso de su indemnización administrativa. en consecuencia, informa la 



Unidad que emitió el radicado 2022-0577165-1 del 21 de octubre de 2022 con el 

resultado respecto de la aplicación del Método Técnico de 2022, por el hecho 

victimizante de DESPLAZAMIENTO FORZADO - SIPOD 659520; LEY 387 DE 1997. 

 

Por lo anterior, se tiene que en la actualidad se presenta un hecho superado respecto del 

derecho fundamental de petición invocado por el accionante y por tanto habrá de negarse 

el amparo constitucional reclamado a través de esta acción de tutela. 

 

DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE 

MEDELLIN, administrando justicia en nombre de la república y por mandato constitucional, 

 

FALLA: 

 

PRIMERO: DENEGAR EL AMPARO CONSTITUCIONAL invocado por la señora MARTA 

ODILIA AMARILES PEREZ, identificada con cédula de ciudadanía N° 22.188.432 contra 

la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL 

A LAS VÍCTIMAS, en virtud de lo expresado en la parte motiva, hecho superado. 

 

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE el presente fallo a las partes por el medio más expedito, de 

conformidad con lo previstos en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, el cual podrá ser 

impugnado dentro de los tres días siguientes al de su notificación. 

 

TERCERO:   En el evento de que el presente fallo no sea impugnado, envíese a la 

Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
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